Boletín Nº 2575-07-1.


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que actualiza multas en la ley N° 11.564.


_____________________________________________________________


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en moción de los Diputados Sergio Elgueta Barrientos, Homero Gutiérrez Román, Baldo Prokurica Prokurica, Víctor Reyes Alvarado, Exequiel Silva Ortiz y Edmundo Villouta Concha, cuya finalidad  es actualizar la multa establecida en la ley N° 11.564, de 17 de agosto de 1954, sobre mataderos clandestinos, expresada en su texto original en escudos �, por otra en unidades tributarias mensuales.


	Con ello, se mantiene el mismo criterio seguido en la ley N° 19.450, de 1996, que sustituyó, en esta misma unidad,  las escalas de multas y las multas en pesos en el Código Penal, Código de Procedimiento Penal y otros textos legales, entre los cuales no se cuentra la ley que se viene modificando.


I. Introducción.


	La ley N° 11.564 entiende por “matadero clandestino todo local o establecimiento en que se realice el beneficio habitual de animales vacunos, equinos, ovejunos, caprinos y porcinos, y cuya instalación se hubiere efectuado sin las autorizaciones legales correspondientes”.


	El mismo artículo 1° se encarga de precisar que “no se considerarán mataderos clandestinos los locales ubicados en explotaciones agrícolas, industriales o mineras destinados al beneficio de animales para su aprovisionamiento”.


	El artículo 2° considera “beneficio clandestino la matanza que, con el fin de comerciar con su producto, se efectúe de los animales a que se refiere el artículo anterior, fuera de los locales o establecimientos autorizados legalmente.


	Agrega, en su inciso segundo, que las municipalidades otorgarán permisos para el beneficio de animales en locales no autorizados cuando el volumen de los productos beneficiados o la continuidad o distancia de las faenas lo requiera.


	El artículo 3°, que es el que se modifica, dispone que sufrirán la pena de presidio menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años) o multa de cinco a cien escudos, o ambas conjuntamente:


El que instalare o regentare un matadero clandestino;


El que a sabiendas enviare o llevare animales para su beneficio a un matadero clandestino;


El que interviniere en cualquier forma en el beneficio clandestino, y 


El que interviniere en cualquier forma en el transporte o comercio o expendio de carnes provenientes del beneficio clandestino, sabiendo su origen o no pudiendo menos de conocerlo.


	El artículo 4° dispone que los animales en pie y los ya beneficiados y los útiles y enseres destinados a la matanza, como asimismo el producto de las ventas de carnes, que se encontraren en un matadero clandestino o en faenas de beneficio clandestino, caerán en comiso.


	Si el beneficio clandestino se efectuare en un vehículo de transporte, éste también caerá en comiso, a menos que el dueño acredite que no estaba en conocimiento del uso que se le daba.


	El juez que conociere del proceso ordenará entregar de inmediato a la autoridad administrativa correspondiente los animales en pie y las carnes provenientes del beneficio clandestino, a fin de que disponga su expendio o eliminación, previo examen de ellas por la autoridad sanitaria respectiva. El producto de la venta, en su caso, será puesto a disposición del tribunal y el comiso recaerá sobre dicho producido.


	El artículo 5° previene que el que, no estando obligado a hacerlo, denunciare la existencia de un matadero clandestino o el beneficio ilícito de animales, recibirá el cincuenta por ciento del valor de las especies que cayeren en comiso. 


	A la denuncia o querella falsa le será aplicable el artículo 211 del Código Penal, sobre denuncia o acusación calumniosa.


	Los comisos y las multas que esta ley establece quedan a beneficio de la Municipalidad respectiva, conforme con lo estatuido por el artículo 7°.


--------


	En relación con el artículo 1°, cabe tener en consideración que los mataderos requieren para su instalación de autorización sanitaria, conforme con lo dispuesto en el artículo 7° del Código Sanitario, en relación con el decreto con fuerza de ley N° 1, de Salud, de 1990. 


II. Fundamentos de la moción.


	Para los autores de la moción, la ley N° 11.564 tiene establecida, entre otras, una pena de multa expresada en escudos, que resulta imposible o dificultosa de aplicar por los tribunales, además de irrisoria por su monto.


	Los jueces, ante las denuncias que se  formulan, no tienen otra opción que sancionar a los contraventores con la pena de presidio  menor en su grado medio a máximo, pese a que, en muchos casos, estarían más de acuerdo en sancionar al inculpado con una multa pero no privarlo  de su libertad, porque saben que algunas de estas acciones son ejecutadas, en muchos casos, por gente humilde, de bajos ingresos, que actúa más por necesidad que por motivos delictivos.


	La actualización de la multa, en consecuencia, permitirá al juez aplicar cualquiera de las penas alternativas que el artículo 3° establece o la multa y la pena privativa de libertad en forma copulativa, atendida la gravedad del hecho investigado, como ser, si se tratare de la instalación de un matadero clandestino o del envío, a sabiendas, de animales hurtados o robados para su beneficio en alguno de estos establecimientos ilícitos.


III.  Ideas matrices o fundamentales y contenido del proyecto.


	El proyecto busca actualizar la pena de multa establecida en la ley N° 11.564, sobre mataderos clandestinos, para quienes ejecuten algunas de las acciones previstas en su artículo 3°.


	Con el propósito anterior, se propone un proyecto de ley que consta de un artículo único, por el cual se modifica el referido artículo, con el fin de aumentar la multa vigente y expresarla en unidades tributarias mensuales, como sucede con todas las contempladas en el Código Penal, manteniendo la proporcionalidad entre la pena privativa de libertad vigente y la pena de multa. 


IV. Discusión y aprobación del proyecto.


	La Comisión, atendida la circunstancia de tratarse de una iniciativa que consta de un artículo único, acordó, por unanimidad, discutirla en general y en particular a la vez.


	Después de analizar la iniciativa original y sus fundamentos, así como los antecedentes expuestos en el capítulo I de este informe, hubo coincidencia de pareceres acerca de la necesidad de legislar sobre la materia a que se refiere la moción.


	Analizada la ley 11.564 en toda su extensión, se pudo comprobar que ella precisa de una forma muy clara lo que es un matadero clandestino, lo que permite dejar fuera de ese concepto — y por ende de sanción — a los locales ubicados en explotaciones agrícolas, industriales o mineras, destinados al beneficio de animales para su propio aprovisionamiento, no para su comercialización.


	De igual forma, queda claro que el beneficio clandestino es la matanza hecha con el fin de comerciar con su producto, fuera de los locales o establecimientos autorizados, por lo que el faenamiento de un animal en un predio particular, para el aprovechamiento de sus moradores, tampoco está sancionado. 


	Especial preocupación hubo respecto de las causas o razones que se tuvieron en vista para legislar y para aplicar penas privativas de libertad que pueden llegar hasta los cinco años de presidio.


	Revisados el mensaje y los informes respectivos, se pudo comprobar que cuatro habían sido las razones principales tenidas en cuenta para legislar:


 La aguda escasez de ganado en el país — año 1953, fecha de presentación del mensaje — que exigió adoptar medidas tendientes a racionalizar su beneficio y distribuir las carnes provenientes de la matanza, en la forma que se estimare más conveniente para las necesidades del consumo.


 La perturbación que esas medidas de racionamiento sufrían por el beneficio clandestino de animales.


 El peligro para la salud de los consumidores que representa la matanza clandestina, que se efectúa sin ningún control sanitario.


 El matadero clandestino y el beneficio clandestino contribuyen poderosamente al incremento del robo de animales, que es un factor de intranquilidad en las labores agrícolas. Esta última está intimamente relacionada con el delito de abigeato, previsto y sancionado en el artículo 449 del Código Penal.


	De las razones expresadas, subsisten hoy las dos últimas.


--------


	Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, se le prestó aprobación, tanto en general como en particular por unanimidad, en los términos propuestos, con algunas adecuaciones formales tendientes a hacer más explícito el objetivo de la reforma propuesta, que no es otro que aumentar la pena de multa y expresarla en unidades tributarias mensuales. �


V. Constancias reglamentarias.


	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:


	1º No existen normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado.


	2º El artículo único no requiere de informe de la Comisión de Hacienda.


	3º El proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, por unanimidad.


	4º  No hubo artículos rechazados por la Comisión.


VI. Texto aprobado.


	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os pueda dar a conocer en su oportunidad el señor Diputado informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente


PROYECTO DE LEY.


	“Artículo único.� Sustitúyese en el artículo 3° de la ley N° 11.564, sobre mataderos clandestinos, la expresión “multa de cinco a cien escudos” por “multa de once a quince unidades tributarias mensuales”.”


VIII. Diputado Informante.


	Se designó Diputado Informante al señor Sergio Elgueta Barrientos.


	Sala de la Comisión, a 5 de septiembre  de 2000.


























	Tratado y aprobado, conforme se consigna en el acta de la sesión de igual fecha, con asistencia de los Diputados y Diputadas Laura Soto González (Presidenta), Francisco Bartolucci Johnston, Alberto Cardemil Herrera, Juan Antonio Coloma Correa, Aldo Cornejo González, Sergio Elgueta Barrientos, Alberto Espina Otero, María Pía Guzmán Mena, Tomás Jocelyn-Holt Letelier,  Zarko Luksic Sandoval e Ignacio Walker Prieto.























Adrián Álvarez Álvarez,


Secretario de la Comisión.





� El artículo 3° de esta ley, en su texto original,  contempla una pena de multa de cinco a cien escudos, la que desde la entrada en vigencia del decreto ley N° 1.123, el 29 de septiembre de 1975, debe entenderse expresada en pesos, que es la unidad monetaria nacional a contar de esa fecha, con un valor y poder liberatorio igual a un mil escudos. El submúltiplo del peso es el “centavo”, cuyo valor y poder liberatorio es igual a diez escudos, por lo que la multa, en su grado máximo, no puede exceder de diez centavos de un peso.  


� Según el artículo 2° de la ley 19.450, la expresión unidad tributaria mensual en cualquier disposición del Código Penal, del Código de Procedimiento Penal y demás leyes penales especiales — como lo es el artículo 3° de la ley N° 11.564 — significa una unidad tributaria mensual vigente a la fecha de comisión del delito, y, tratándose de multas, ellas se deberán pagar en pesos, en el valor equivalente que tenga la unidad tributaria mensual al momento de su pago.
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